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SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, veinticuatro de septiembre de dos mil nueve. 

Acta número 0079 de septiembre 24 de 2009 

Hora: ocho y treinta de la mañana (8:30 a.m.)
En la fecha y hora señalada, se da inicio a la audiencia pública,  dentro de la que habrá de resolverse el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial del MUNICIPIO DE MARSELLA, contra la sentencia proferida por la señora Jueza Segunda Laboral de este Circuito, el 22 de Abril del año avante, en el proceso ordinario que le promoviera al ente recurrente, el señor ANTONIO MARÍA OCAMPO RODRÍGUEZ.
En sesión previa que se hizo constar en el acta de la referencia, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó el magistrado ponente, el cual corresponde al siguiente,

FALLO   

Pretende el promotor del litigio que se condene al Municipio de Marsella, al reconocimiento y pago de la pensión de jubilación convencional desde el 3 mayo de 2006, o desde la fecha que determine el Juzgado, con sus respectivas mesadas pensionales, más los intereses moratorios establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993. Y las costas que genere el proceso.       

Se fundamentan tales pretensiones, en los hechos que a continuación se sintetizan:

El actor labora al servicio del la demandada como trabajador oficial en el cargo de obrero, desde el 1º de octubre de 1975, siempre ha estado afiliado y ha cancelado la cuota sindical para el Sindicato de Trabajadores Oficiales y Empleados Públicos del Municipio de Marsella; entre el ente sindical y el territorial se suscribió la convención colectiva de trabajo vigente desde el 1º de enero de 1999 y el 31 de diciembre de 2000, de la cual es beneficiario el trabajador. En la referida convención, específicamente en su artículo 15, se reguló lo concerniente a la pensión de jubilación. 

El pretensor nació el 4 de marzo de 1956, cumpliendo los 50 años en la misma fecha del 2006 y labora en forma continua con el Municipio de Marsella desde el 1º de octubre de 1975, por lo que cumplió 20 años de servicios en esa calenda pero de 1995 y en la actualidad lleva 32 años de servicios.

Depreca que le asiste entonces el derecho a la pensión de jubilación convencional establecida en el ordinal b del artículo 15 de la convención colectiva de trabajo al tener más de 15 años de servicios en el año de 1998, a pesar de que el sindicato se encuentre inactivo por tener un solo afiliado, el aquí actor, pero la convención sigue vigente para los trabajadores que lo conformaban y se beneficiaban de ella, ya que ésta se ha ido renovando de 6 meses en 6 meses, aunque el Municipio unilateralmente dejó de hacer los descuentos destinados al sindicato.   

Admitida la demanda mediante auto del 19 de octubre de 2007, se dispuso la notificación y traslado al representante legal del ente territorial. Por medio de procurador judicial, se dio contestación a la demanda oponiéndose a todas las pretensiones, invocando que debido a la disolución del sindicato en el año 2001, por reducción en el número de sus integrantes, se suspendieron los descuentos de las cuotas sindicales. Advierte que la convención colectiva de trabajo en la cual se sustenta el petitum no se encuentra vigente ante el hecho de la disolución del sindicato lo que acarrea que no se puede entender prorrogada, habiéndose negado la pensión con razones jurídicas. Como excepciones se formularon las de “Falta de causa para demandar el reconocimiento de la pensión”, “Inexistencia del derecho invocado”, y “Existencia de prohibición constitucional y legal”.      

Seguidamente se celebró la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T y de la S.S, sin que se presentara ánimo conciliatorio por parte de la demandada, como consecuencia de lo anterior el despacho declaró clausurada dicha etapa; continuándose con el trámite de la vista se surtieron las etapas de saneamiento, se fijó el litigio y se decretaron las pruebas pedidas por las partes que se allegaron en la medida de su colaboración. 

Se dictó la sentencia que puso fin a la instancia, donde la Jueza encontró demostrado que el gestor de la presente acción, al momento de suscribirse la Convención citada, contaba con más de 15 años de servicios al Municipio, adquiriendo el derecho convencional a pensionarse al cumplir 50 años de edad. La A quo accedió a las pretensiones contenidas en la demanda. 

Dicha decisión fue objeto del recurso de apelación por la parte accionada sustentándolo en debida forma y con los siguientes argumentos:

Relata que lo que considera la Jueza carece de validez alguna, pues si bien la Constitución Nacional habla de que la cancelación o suspensión de la personería jurídica sólo procede por vía judicial; ya se había dicho que el sindicato estaba disuelto, una situación diferente a la cancelación o disolución de la personería jurídica del mismo, por tanto, como el sindicato estaba ya disuelto, por sustracción de materia, ya no operaba la convención colectiva. Por lo anterior, no se puede reconocer la pensión convencional. El artículo 32 de la convención colectiva, es muy claro al establecer la vigencia de la misma, lo cual se estableció por dos años, desde el primero de enero de 1999, hasta el 31 de diciembre de 2000 y no se estableció que ésta se renovaría automáticamente cada 6 meses al tenor de lo dispuesto en otras normas, por tanto se entiende que la convención perdió su vigencia de acuerdo a los pactado en el mencionado artículo, lo que no admite otra interpretación. 

Concedida la alzada, se remitieron las diligencias a esta Sala, donde se dispuso el trámite propio de la instancia.

Se dispone la Sala a resolver lo que corresponda, con base en las siguientes, 

CONSIDERACIONES
Competencia.

En virtud de los factores territorial y funcional, esta Sala resulta competente para resolver el recurso de apelación interpuesto por el portavoz judicial de los actores.

Los denominados por la doctrina presupuestos procesales: juez competente, demanda en forma, capacidad de parte y capacidad para comparecer a juicio- concurren medianamente en esta actuación, no militan, por otra parte, vicios que obliguen a sanearlos o a decretar de oficio la nulidad, en su caso –art. 145 C.P.C-.

Problema jurídico.

El dilema que cumple resolver a la Sala en esta ocasión toca con los efectos de la convención colectiva luego de que el sindicato de trabajadores que concurrió al lado del empleador a su celebración, entró en disolución o estado de liquidación por la merma de sus asociados en número inferior al requerido por la ley y por recta vía, se estudiará también la suerte de tales efectos a partir de la vigencia del acto legislativo número 01 de 2005, a sabiendas que el actor reunió el último requisito para hacerse a la pensión de jubilación en rigor de tal acto legislativo.
Caso Concreto. 

Tal como se historiara en la parte pertinente de este proveído la jueza del conocimiento tras referir que el actor pretende el reconocimiento pensional a voces del artículo 15 de la convención colectiva de trabajo con vigencia 1999-2000 al ostentar más de 15 años de servicios a 1998 y haber cumplido 50 años de edad el 4 de marzo de 2006 y ante la defensa esgrimida por el ente territorial demandado  cifrada en que los efectos del comentado acuerdo convencional fenecieron en el 2001 a causa de la disolución del sindicato por reducción en el número de sus integrantes, definió la sentenciadora que con base en sentencia C-2001 de 2002 de la Corte Constitucional y del artículo 4º del Convenio No. 87 de la OIT, tal disolución “solo puede hacerse por declaración judicial, lo que en el caso que nos ocupa brilla por su ausencia. Por ende, legalmente se ha producido la prórroga de la convención colectiva regulada en los artículos 477 a 479 del C.S.T./ En consecuencia, se accederá a las pretensiones contenidas en la demanda excepto con lo relacionado con la fecha a partir de la cual debe reconocerse (….)” –fls. 82 y 83-.  
La censura se opuso a la argumentación judicial, ya que en su sentir “el sindicato estaba disuelto, que es una situación diferente a la cancelación o disolución de la personería jurídica del mismo, por tanto (…) por sustracción de materia, ya no opera la convención colectiva (…) no sirve de fundamento para decir que la convención se ha prorrogado automáticamente (...)” –fl. 88​-. Llamó la atención acerca del apartado del artículo 283 de la Ley 100 de 1993, citada por el fallo impugnado, en el sentido de que las prestaciones consagradas en dicho estatuto: “deberán contar con los recursos respectivos para su garantía, en la forma que acuerden empleadores y trabajadores”, lo cual según el inconforme “brilla por su ausencia”, como tampoco obra para el apelante la constitución del patrimonio autónomo para el pago de las pensiones, exigido por la misma disposición de la ley 100 de 1993.
Agregó, que a la firma del acuerdo extralegal “deberá entonces el empleador presentar la respectiva disponibilidad presupuestal que avale dicho compromiso, pues no es suficiente enunciar que se van a jubilar a ciertos trabajadores cuando cumplan este o aquel requisito (…) pues de lo contrario carece de validez ya que todos los compromisos que se adquieran en materia administrativa, deben estar soportados por un certificado de disponibilidad presupuestal (…) pues por más que yo prometa lo que no tengo, nunca podré cumplir lo prometido (…)”.
Recordó que desde 1994 la mayoría de los empleados del sector oficial y público empezaron a realizar sus aportes al I.S.S., o a fondos privados, para que sean estos los que reconozcan las pensiones de vejez, desapareciendo las cajas de previsión municipal trasladando sus recursos a aquellos entes mediante los bonos pensionales y que por ende, el actor no quedó desprotegido ya que “por cierto el municipio está cotizando para el efecto (…). Y que si no se aprecia su defensa, ruega que la pensión se reconozca o “efectúe” hasta tanto el accionado cumpla con los requisitos para obtener la pensión de vejez otorgada por la caja al que se encuentre afiliado, “teniendo en cuenta que el municipio no cuenta con fondos ni rubro destinado para pago de nuevas pensiones por convención (…) para que sean reconocidas por el seguro social o los fondos privados (…)” –fl. 89-. Por último, aseveró que la convención no contempló expresamente la prorroga automática.
Vigencia de las normas convencionales y la vigencia de la agremiación sindical.
El ataque propuesto por la censura supedita la vigencia de las normas convencionales a la vigencia de la agremiación sindical que contribuyó a su nacimiento, esto es, pretende establecer una relación directa entre el coautor del acto y el acto mismo u obra creada por el acuerdo entre la empleadora y su sindicato de trabajadores, creando una simbiosis inadmisible. Naturalmente, que cada uno ostenta una existencia propia e independiente, por lo que una vez creados en el mundo del derecho la suerte de ambos no se entrecruzan en una relación de inmanencia que desconocería la distinción entre el autor y su obra o creación a menos que la ley o la convención colectiva de trabajo o las normas rectoras sobre la agremiación sindical dieran origen a tal relación de dependencia, porque así como en el evento de las personas naturales nadie osaría a pensar que su muerte borraría de un plumazo todo lo que contribuyó a dar origen en vida, asimismo, entratandose de personas jurídicas –y el sindicato es una de ellas-, todo lo que haya convenido legalmente con su legitimo y válido contradictor –el empleador-, ostenta status de permanencia en el tiempo, salvo expresa disposición en contrario.
Precisamente, a ello se deben las voces del artículo 274 de la obra sustantiva laboral, en la que perentoriamente se dispone:

“Art. 474.- Si es disuelto el sindicato que hubiere celebrado una convención, ésta continúa rigiendo los derechos y obligaciones del empleador y los trabajadores”.

De tal suerte que esta Colegiatura avala las apreciaciones de otros Tribunales del país, en torno a la vigencia de la convención colectiva no obstante la disolución del sindicato, cuando tras citar el comentado artículo 474 del CST, sostienen que la convención colectiva de trabajo continúa vigente, así se haya dispuesto la liquidación del sindicato que la pactó, pues una vez firmada, modifica los contratos de trabajo y sus cláusulas normativas pasan a ser parte de los mismos. Agregan, que liquidado el sindicato y terminada la posibilidad de que éste pueda pactar nuevas convenciones, la parte empleadora no puede unilateralmente modificar las nuevas condiciones que favorecen los intereses de los trabajadores pactantes
.
Naturalmente, que la prorroga automática –sic- de la convención no opera necesariamente por convenio entre las partes, como lo afirma sin rubor la censura, ya que de exigirse tal acuerdo entre los celebrantes, sobraría la expresión “automática”, aunado a que esa apreciación es contraria a la previsión contenida en el artículo 478 ibídem, en la que se contempla dicha prorroga automática en estos términos:
“Art. 478. A menos que se hayan pactado normas diferentes en la convención colectiva, si dentro de los sesenta (60) días inmediatamente anteriores a la expiración de su término, las partes o una de ellas no hubiere hecho manifestación escrita de su expresa voluntad de darla por terminada, la convención se entiende prorrogada por períodos sucesivos de seis (6) en seis (6) meses, que se contarán desde la fecha señalada para su terminación” –sublíneas fuera del texto-.

Ahora bien, aunque no fue materia del recurso, se estima preciso aseverar que el reconocimiento hecho en la sentencia protestada no contraviene, tampoco, el acto legislativo 01 de 2005, conforme al cual a partir de su vigencia -25 de Julio de 2005- no es posible consagrar condiciones pensionales diferentes a las establecidas en las leyes del sistema general de pensiones, por el camino de los pactos o convenciones colectivos de trabajo, de los laudos de árbitros o, en general, por cualquier acto jurídico –art. 1 par. Idem-, estableciendo a su vez, una especie de transición para las convenciones existentes al momento de comenzar a regir el mentado acto legislativo, consistente en que las “reglas de carácter pensional que rigen a la vigencia de este acto legislativo”, perderán vigor el 31 de julio de 2010 –art. 1 par. Transitorio 3º-.

En estas condiciones, la fuente convencional invocada por la parte actora extendió sus efectos no más allá del 31 de Julio de 2010 con arreglo al acto legislativo de que se ha hecho mérito, en tanto que su derecho a la pensión se causó en 2006, esto es, sin que fatalmente se haya cumplido el plazo fijado por el constituyente del 2005. 

Por último, en cuanto a los mandatos del artículo 283 de la Ley 100 de 1993, estos tampoco constituyen obstáculo para la concesión del beneficio pensional implorado, dado que por un lado, se acude a la constitución de patrimonios autónomos administrados por encargo fiduciario en relación con los recursos para el pago de la prestación en el sector público, solo “cuando las reservas requeridas excedan las proporciones de activos que para el efecto establezca el gobierno nacional”. Se desconoce en el sublite, si tales reservas rebosan los citados activos, ya que en el evento de haber sido así, la prueba de tal condicionamiento pesaba sobre la parte que alega su ocurrencia –art. 177 C.P.C., incumpliendo este mandato-.
Por otra parte, en torno a la falta de disponibilidad presupuestal, es menester precisar que tal disponibilidad o recurso ha debido constituirse como garantía al momento de suscribirse la convención que en el futuro se pacte en condiciones “diferentes de las establecidas en la presente ley”, o sea de la Ley 100 de 1993, como diáfanamente se desprende de su texto y de la propia inteligencia que le otorgó el apelante a la disposición, cuando refiere que a la firma del acuerdo extralegal “deberá entonces el empleador presentar la respectiva disponibilidad presupuestal que avale dicho compromiso …”.
Por lo que resulta extemporáneo afirmar ahora, sin sustento jurídico, que no se hicieron tales provisiones al momento de suscribir el convenio, obligación que ciertamente pesaba sobre el ente territorial demandado, sin que su negligencia –si la hubo- pueda constituir excusa válida del incumplimiento al compromiso firmado con su sindicato de trabajadores, y menos que la consecuencia de tal omisión –si ocurrió- se pueda trasladar al beneficiario de la prestación.
Los tópicos anteriormente tratados, dan base suficiente a esta Sala para desestimar el recurso propuesto por la convocada a juicio, siendo de anotar que si bien no se acreditó la afiliación del demandante a la seguridad social en pensiones  ISS –régimen solidario de prima media con prestación definida- por cuenta del ente territorial demandado, es entendido que de haberse presentado dicho supuesto, la obligación impuesta al ente territorial cesará cuando Ocampo Rodríguez colme los requisitos para hacerse acreedor a la pensión legal de vejez, quedando a cargo del Municipio solo la diferencia entre una y otra, si la hubiere.  
Así las cosas, sin necesidades de más consideraciones al respecto, y con el agregado anterior se confirmará, por razones diferentes la decisión apelada.     

Costas en esta sede a cargo de la entidad vencida.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley,

FALLA
CONFIRMA por razones diferentes la sentencia que en sede de apelación ha conocido esta Sala, con la adición según la cual de haberse presentado la afiliación de OCAMPO RODRÍGUEZ al Instituto de Seguros Sociales, en pensiones, la obligación gravada al MUNICIPIO DE MARSELLA, cesará en el momento en que aquel colme los requisitos para adquirir la pensión legal de vejez, y de advertirse diferencia entre la pensión del empleador y la del ISS, el primero asumirá tal diferencia.
Costas en esta instancia a cargo del Municipio demandado.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN  
                   HERNÁN MEJÍA URIBE

LINA MARIA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
� C.F.R., entre otras, sentencia de fecha 13 de agosto de 2007 proferida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquía, en el proceso ordinario laboral promovido por William de Jesús Patiño Correa contra el MUNICIPIO DE CAUCASIA - ANTIOQUIA-.
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